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A. NOCIONES PREVIAS 
Aunque no es nuestro propósito hacer aquí un detenido estudio de la in-
cardinación de los clérigos 1, sí al menos parece oportuno situar mediante unos 
breves trazos en su verdadero marco la situación jurídica del clérigo respecto 
de la Iglesia particular a que pertenece. Esto nos permitirá comprender el 
problema que se suscitó en el caso que vamos a comentar, en el que un sacer-
dote ve cómo su Ordinario pretende desconocer la incardinación del mismo 
1. Sobre el tema pueden consultarse, entre otros muchos trabajos, los de J. HERRANZ, 
El nuevo concepto de incardinación, «Palabra» 12-13, agosto'septiembre 1966, 26 ss.; J. HER-
VADA, La incardinación en la perspectiva conciliar, «Ius Canonicum», 7, 1967, 479-517; 
J. M. RIVAS, Incardinación y distribución del clero, Pamplona, 1971. 
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en la diócesis, derecho subjetivo producido automáticamente al darse los re-
quisitos exigidos por las normas canónicas actualmente vigentes. Con tal objeto 
expondremos unas someras nociones sobre la incardinación y el título canónico 
de ordenación. 
a) La incardinación y el título de ordenación en el eJe. 
Es un hecho conocido que desde los primeros tiempos de la Iglesia, y una 
vez superada la fase inicial en la que se requerían frecuentes desplazamientos 
de los Apóstoles, de sus sucesores y colaboradores (tanto por las persecuciones 
que se suscitaban, como por las necesidades de evangelización y de expansión 
de la Iglesia), comenzaron a constituirse como núcleos estables las Iglesias 
particulares, con presbíteros y otros clérigos adscritos de modo permanente 
a ellas. 
Ese proceso no se realizó sin dificultades, y la inestabilidad y movilidad 
de los clérigos dio lugar a innumerables abusos que trataron de remediar los 
obispos y concilios por medio de la incardinación, que establecía un vínculo 
perpetuo entre el que recibía las órdenes sagradas y la comunidad a la que 
se comprometía a prestar su ministerio. Se veían con malos ojos las ordena-
ciones absolutas, que sin embargo subsistieron durante mucho tiempo, y que 
en Trento fueron de nuevo prohibidas 2. La incardinación responde, por con-
siguiente, a criterios claramente disciplinares. Se trata de evitar, se proscribe 
de la Iglesia, la existencia de clérigos vagos o acéfalos, que pudieran trasladarse 
de un lugar a otro movidos por razones personales, no sometidos a obediencia 
y sin tener en cuenta la necesidad o utilidad de la Iglesia. De modo que ésta, 
con las disposiciones sobre la incardinación, fija territorial y jurídicamente al 
clero y lo somete a un vínculo jerárquico. 
De otra parte existe el llamado título canónico de ordenación, institución 
destinada a asegurar la conveniente sustentación de los clérigos 3 y que viene 
a complementar aquella estabilidad local y jurídica a que nos hemos referido. 
Compete al Ordinario propio y al Obispo que confiere las órdenes sagradas 
velar porque nadie reciba órdenes mayores sin el correspondiente título (CIC, 
c. 974 § 1, 7.°), el cual, para el clérigo secular, podrá consistir en un beneficio, 
un patrimonio o una pensión; pero en todo caso ha de ser verdaderamente 
seguro para toda la vida, y suficiente para su sustento (c. 979). Un régimen 
tan riguroso, que se complementa con el mandato de suplir el título perdido 
con otro, y con la obligación de prestar alimentos que contrae el Ordinario 
2. Cf. CONC. TRIO., Sess. XXIII, de re!., 13, 16. 
3. Por eso A. REIFFENSTUEL le denomina titulus sustentationis, el cual puede ser 
de tres clases: de beneficio, de patrimonio y -en el caso de los religiosos- de pobreza 
(d. Ius ecclesiasticum universum, 1, XI, § 3, 8, Antuaerpiae, 1755, 299). 
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culpable o negligente de la ordenación de un súbdito suyo sin título (c. 980), 
indican bien a las claras cuál es la razón de esta institución. 
No conviene confundir el título con la incardinación. El primero es un 
requisito previo a la ordenación, aunque no para su validez según el Código 
(c. 974), mientras que la incardinación originaria es efecto inevitable de esa misma 
ordenación (c. 111). Sin embargo la idea de servicio a los fieles, de cumplimien-
to de un ministerio, se halla presente tanto en la incardinación como en el 
título: inicialmente, más en éste que en aquélla, pero en ambos con un carácter 
secundario. En efecto, la incardinación supone la adscripción jurídica de un 
clérigo a la diócesis «pro cuius servitio promotus fuit» (c. 111 § 2). Pero no 
interpretemos mal la expresión: no se dice que la incardinación es la promoción 
para el servicio de la diócesis, sino que el clérigo se incardina en la diócesis 
para cuyo servicio ha sido ordenado. El fin de la ordenación es el servicio; el 
fin de la incardinación es la sujeción o fijación del clérigo. Pero aún en este 
último caso, es evidente que no se trata de una mera vinculación como sim-
ple fiel -la cual se da por el domicilio o cuasidomicilio- sino en cuanto 
clérigo, y por tanto en orden a su participación en el desempeño de los tres 
munera. 
Respecto al título de ordenación, supone un sistema de retribución y sos-
tenimiento del clero de modo permanente y dejándolo a cubierto de cualquier 
contingencia. Yeso se ha venido haciendo hasta el reciente Concilio mediante 
el sistema beneficial o de modo equivalente (c. 979). Hasta entonces la idea de 
servicio o desempeño de una función estable en bien de los fieles -el oficio-
era un elemento esencial del beneficio, pero sólo un elemento, y que quedaba 
oscurecido con frecuencia por el aspecto económico, el cual era precisamente 
resaltado por la institución del título. No es extraño, por consiguiente, que 
éste haya entrado en crisis, y se considere como título normal de retribución 
desde entonces 10 que antes sólo era un sistema supletorio y excepcional: el 
de servicio a la diócesis (c. 981). 
Por el modo en que la incardinación tiene lugar, en el CIC cabe distin-
guir una incardinación originaria, la cual se producía por la recepción de la 
primera tonsura (c. 111 § 2); Y una incardinación derivada o secundaria, que 
se da junto con una correlativa excardinación, y que se produce por decreto 
administrativo (las «litterae incardinationis» del c. 112), o bien automática-
mente, si se obtiene un beneficio residencial con ciertos requisitos en diócesis 
ajena (c. 114). 
Creemos interesante destacar que la nota más característica de la incar-
dinación en el CIC es la de su necesidad. Cuando los cc. 112 y 114 hablan 
de que la incardinación-excardinación formal o expresa debe ser perpetua y ab-
soluta, no se debe entender en el sentido de que sean caracteres esenciales de 
la incardinación en general, sino requisitos para la validez de la incardinación por 
decreto, que no permite sea hecha ad tempus ni condicionalmente, a fin de evitar 
precisamente que existan clérigos acéfalos. 
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b) La mcardinación a raíz del Concilio Vaticano JI. 
Entre los trabajos y esquemas que se llevaron a cabo durante el Concilio, 
merece destacarse una Exhortatio de distributione eleri que acompañaba al Sche-
ma de decreto de elericis del año 1963, así como el n. 10 del Schema finalmente 
aprobado en 1965, y que constituirá el decr. Presbyterorum ordinis. A nuestro 
tema hace referencia también al n. 28 del decr. · Christus Dominus, que trata de 
la situación de los clérigos en la diócesis. Por último, el M. P . Ecelesiae Sanctae, 
de 6-VIII-1966, ha venido a desarrollar algunas disposiciones del Concilio 4. 
Uno de los cambios que se han producido en la nueva disciplina estriba 
en el abandono del sistema beneficial, base del título de ordenación del pe-
ríodo anterior; en adelante los clérigos tendrán derecho a su sustento en razón 
del servicio, oficio o función que desempeñen o hayan desempeñado en la Igle-
sia (PO, 20; CD, 28). 
Los dos principios que informan el régimen de la incardinación en la 
nueva legislación son los siguientes: 1) El primero, que ya estaba vigente en 
el período anterior, es el de su absoluta necesidad; quedan expresamente ex-
cluidos los clérigos vagos o acéfalos 5. Para hacer efectivo este principio, la ley 
conserva la incardinación primaria, que en la anterior disciplina era consecuen-
cia automática del hecho de la primera tonsura (CIC, c. 111 § 2), pero que 
a partir de 1972 se produce por la ordenación de diácono 6. El mismo efecto 
debe entenderse producido por la ordenación diaconal de quienes han emitido 
votos perpetuos en Institutos de vida consagrada respecto de éstos, o en So-
ciedades que tienen capacidad para incardinar clérigos. 
Se pone igualmente de manifiesto aquella necesidad, por el hecho de que 
ningún decreto de excardinación surte efecto si no se produce simultáneamente 
la incardinación correlativa en otra diócesis o instituto, la cual debe ser perma-
nente y absoluta; es decir, que se excluyen las incardinaciones temporales y con-
dicionadas, por el riesgo que ello entrañaría de que un sacerdote quedase en 
algún momento desvinculado de toda Iglesia particular. 2) El segundo principio 
consiste en una flexibilización de los mecanismos técnicos y jurídicos para el 
paso de los clérigos a otras diócesis, con objeto de desempeñar funciones pas-
torales, de modo que se pueda ayudar a aquellas Iglesias que se encuentran 
aquejadas de una mayor escasez de clero. Esa flexibilización se fomenta de tres 
modos distintos: facilitando la emigración del clero por plazo determinado pro-
4. Para estos tres últimos documentos utilizaremos en adelante las siglas PO, CD y 
ES, respectivamente. 
5. PO, 10; ES, 1, 3-4. 
6. Sabido es que, por el M. P. Ministeria quaedam, de 15-VIII-1972 (AAS 64, 527 ss.), 
SS. PABLO VI reformó la disciplina de la Iglesia latina acerca de las órdenes sagradas; y 
por el n. IX del M. P. Ad pascendum de igual fecha, establece: «Ingressus in statum ele-
ricalem et incardinatio alicui dioecessi ipsa ordinatione Diaconali habentur» (AAS 64, 534 ss.). 
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rrogable, por la creación de prelaturas especiales y mediante la incardinación 
secundaria, bien por decreto formal del Ordinario, bien producida automática-
mente ipso iure u ope legis, cumpliendo ciertos requisitos. Este último supuesto 
es el que nos interesa más, ya que la sentencia que comentaremos se refiere a un 
caso de incardinación secundaria automática. Recalcamos que estas facilidades tie-
nen una razón de ser: adecuar la distribución de los sacerdotes a nuevas necesida-
des pastorales; y lo hacemos así, porque es preciso tener en cuenta esta finalidad, 
a la hora de interpretar la norma que regula la incardinación en diócesis ajena. 
c) Situación del presbítero en relación a la diócesis. 
Breve y casi esquemáticamente, diremos que «el Pueblo de Dios se con-
grega primeramente por la palabra de Dios vivo, que con toda razón es 
buscada en la boca de los sacerdotes», los cuales de esta manera «forman y 
acrecientan el Pueblo de Dios» (PO,4). 
Además los presbíteros son «hombres que Dios quiso tomar como com-
pañeros y ayudadores, que le sirvieran humildemente en la obra de la santifi-
cación» (PO,5). Por último «reúnen la familia de Dios como una fraternidad 
en unidad de ánimo, y la conducen a Dios Padre por Cristo en el Espíritu San-
to» (PO, 6). Pero todas estas funciones las llevan a cabo en cuanto «partici-
pan con los Obispos del mismo y único sacerdocio de Cristo» y están con ellos 
«en comunión jerárquica» y son sus «colaboradores y consejeros necesarios en 
el ministerio y oficio de enseñar, santificar y apacentar al Pueblo de Dios», y 
«por tanto deben estar unidos a su Obispo con sinceridad y obediencia» (PO,7). 
Lo dicho debe aplicarse mutatis mutandis a los diáconos que «ordenados para 
el ministerio están al servicio del Pueblo de Dios en comunión con el Obispo 
y sus sacerdotes» (CD, 15; LG, 20 y 29). 
Por consiguiente, los presbíteros, aunque «hacen visible en cada lugar a 
la Iglesia universal y prestan eficaz ayuda en la edificación de todo el Cuerpo 
de Cristo», actúan «bajo la autoridad del Obispo, santifican y rigen la porción 
de la grey del Señor a ellos encomendada» y «forman, junto con su Obispo, 
un solo presbiterio, dedicados a diversas ocupaciones» (LG, 28). 
De modo que los presbíteros cumplen su misión universal unidos con 
su Obispo en un presbiterio que tiene la misión de enseñar, regir y santificar 
una Iglesia particular. Y en ese presbiterio, que es el órgano de gobierno de 
la diócesis, el Obispo es la cabeza y los demás clérigos son cooperadores suyos, 
tanto si son diocesanos como si son religiosos (LG, 28). Esa idea de que todos 
los presbíteros, ya sean diocesanos o religiosos, que se consagran al servicio 
de la diócesis de muchas maneras bajo el propio Obispo forman un solo pres-
biterio, un cuerpo presbiteral, y realizan una obra común, la edificación del 
Cuerpo de Cristo, está claramente expresado también en PO, 8. 
Sin embargo, además de esta acepción amplia de presbiterio que engloba 
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cuantos presbíteros participan con el Obispo del único sacerdocio y son coope-
radores del Orden episcopal prestando su servicio en la diócesis, hay un con-
cepto de presbiterio más restringido, que está compuesto por «los sacerdotes 
diocesanos, ya que, incardinados en una Iglesia particular o agregados (addicti) 
a ella, se consagran plenamente a su servicio para apacentar una porción de 
la grey del Señor; de ahí que constituyan un solo presbiterio y una sola familia, 
cuyo padre es el Obispo» 7. 
De todos estos textos podemos deducir algunas conclusiones. En una dió-
cesis cumplen su misterio sacerdotal distintos presbíteros. Unos lo hacen dedi-
cados al servicio de la misma de modo pleno, y forman parte del presbiterio 
en sentido estricto. De ellos, unos están incardinados (incardinati) en la diócesis, 
es decir, forman parte de ella a todos los efectos jurídicos y de modo permanente. 
Otros, en cambio, se encuentran simplemente agregados (addicti) para el pleno 
servicio de la diócesis, de modo legítimo y digno de alabanza; pero éstos con-
tinúan perteneciendo a 'Su diócesis de origen, a la cual siguen unidos por 
aquellos vínculos jurídicos originarios, si bien algunas de sus manifestaciones 
se encuentran en suspenso a causa de la relación de servicio que tienen esta-
blecida con la nueva diócesis; relación que puede 'Ser más o menos duradera y 
prorrogable, pero siempre temporal y limitada (ES, 1, 3 § 4). La situación de 
estos últimos es semejante a la que en el orden civil tienen los funcionarios 
pertenecientes a un organismo público, que se hallan adscritos a otro organismo 
en comisión de servicio. 
Por último, otros presbíteros sirven a la diócesis y colaboran con el Obis-
po de diversas maneras en el desempeño de sus funciones, pero sin establecer 
una relación jurídica ni de incardinación ni de servicio, al menos con carácter 
pleno. 
d) Naturaleza jurídica de la incardinación. 
En nuestro concepto, la incardinación no consiste en un acto jurídico de 
una autoridad 8. Porque existe una incardinación originaria, que se produce ipso 
lacto por la ordenación de diácono; y hay otra incardinación derivada producida 
a iure, por el mismo Derecho, con las condiciones que luego veremos; y por 
último hay una incardinación derivada formal, producida ab homine, por decreto 
de un Obispo. Unicamente en este último supuesto se da un acto jurídico de 
7. «Ecclesiae particulari incardinati ve! addicti, eiusdem servitio plene sese devoveant 
ad unam dominici gregis portionem pascendam; quare unum constituunt presbyterium atque 
unam familiam, cuius pater est Episcopus» (CD, 28). 
8. Con un acto jurídico la identifican J. HERVADA, O.c., 507; M. CABREROS, Código 
de Derecho Canónico, BAC 1974, comento al C. 111; y M. CONTE A CORONATA, Institutiones 
iuris canonici, 1, Turín 1950, 199. 
LA INCARDINACIÓN «IPSO IURE» 399 
una autoridad; pero aun en este caso debemos distinguir la incardinación de 
ese acto jurídico, que es su causa eficiente. 
La incardinación -toda incardinación- es una relación jurídica. Ya esta 
expresión excluye que se trate de una relación de servidumbre, una forma de 
adscriptio glebae, que sería una relación económica. Las relaciones jurídicas 
son relaciones entre personas. ¿Cuáles son los sujetos de esa relación? El 
clérigo y una diócesis o Instituto, ya que tanto el CIC (c. 111) como la ES y la 
legislación en proyecto hablan de incardinación a una diócesis, Iglesia particular, 
Instituto o Sociedad. 
¿Se trata primordialmente de una relación de servicio, todo 10 estable o 
permanente que se quiera, como parecen sostener Herranz, Hervada y Ribas 9? 
Disentimos en este punto de tan ilustres canonistas, los cuales se basan, para 
su afirmación, en el texto de CD, 28 10, del cual hemos deducido nosotros que 
pueden dedicarse al pleno servicio de una diócesis tanto los incardinados en ella 
como los agregados a ella que permanecen incardinados a su diócesis de origen. 
Pero si se piensa en la situación de estos últimos se llegará a la conclusión de 
que están incardinados en una diócesis y sirviendo a otra distinta, 10 cual prueba 
que la incardinación no es primordialmente una relación de servicio. 
En nuestro concepto, la incardinación es actualmente, 10 mismo que antes, 
una relación de incorporación entitativa a la diócesis. Una relación de integra-
ción o incorporación a la Iglesia particular in qua vere inest et operatur 
Una Sancta Catbotica et Apostolica Cbristi Ecclesia (CD, 11). Incorporación a 
una comunidad y sociedad en cuya estructura jerárquica se integra el clérigo, 
pasando a formar parte de ella y asumiendo los derechos y deberes de los otros 
miembros del presbiterio: derecho al reconocimiento de esa compleja relación 
jurídica de integración, derecho de estabilidad, derecho a un oficio, al sustento 
y a otros bienes de naturaleza espiritual o material. Entre los deberes se en-
cuentra el de servicio pleno a la diócesis y el de obediencia al Obispo, según 
se determina en CD, 20. 
De este modo la incorporación del clérigo a la diócesis lo pone en rela-
ción con el Obispo de quien es cooperador, con sus hermanos los demás clé-
rigos y con los simples fieles, estableciendo con ellos diversas relaciones teoló-
gico-jurídicas. No vamos aquí a discutir si 10 primordial es la unión o la de-
pendencia jerárquica, pues ambas se dan simultáneamente, y el Concilio las 
funde en una sola expresión: «comunión jerárquica» (PO, 7), que no es ser-
vidumbre sino participación en la vida y el ministerio de Cristo. 
Sin embargo 10 primordial de la incardinación -antes que la idea de ser-
vicio- es la vinculación jurídica. Tan es así, que ~según la legislación en 
proyecto-o cabe incardinarse a un Instituto aunque se ordene el clérigo para 
9. Cf. J. HERRANZ, a.c., 27; J. HERVADA, a.c., 507; J. M. RIBAS, a.c., 221. 
10. Vid., nota 7. 
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servir a una diócesis; y a la inversa, puede incardinarse en una diócesis sir-
viendo a una Sociedad. 
Lo contrario de la incardinación y lo que se quiere evitar a toda costa 
es que el clérigo se encuentre en situación de vago o acéfalo, y esto no sólo 
por razones disciplinares sino también para asegurarle al clérigo la comunión 
con la Iglesia y una serie de cuidados espirituales y materiales, que de otro modo 
no podría recibir. De ahí que la incardinación sea una relación de orden público, 
que integra necesariamente la condición jurídica del clérigo. 
La incardinación es secundariamente la expresión jurídica de con qué dió-
cesis tiene el clérigo en principio una relación de servicio pleno, mientras no 
conste otra cosa. Pero como las nuevas necesidades pastorales requieren una 
redistribución del clero, sin que la esencia de la incardinación haya variado ni 
haya dejado de ser un vínculo imprescindible, se ha flexibilizado el sistema, 
permitiendo además de una excardinación-incardinación por decreto, en bene-
ficio de otra diócesis, otros dos procedimientos para paliar la penuria de clero 
que sufrel?- algunos territorios: 1) la emigración con consentimiento de los Obis-
pos a quo y ad quem para ejercer el ministerio sacerdotal agregado a otra dió-
cesis, permaneciendo intangible el vínculo de incardinación y con posibilidad 
de reintegrarse otra vez a la diócesis de origen (ES, 1, 3 § 2-4); 2) Y la incar-
dinación automática, pasados cinco años de servicio y cumplidas otras condi-
ciones (ES, 1, 3 § 5). 
Ambos sistemas están en relación estrechísima, ya que responden a una 
misma ratio, la solidaridad con las diócesis escasas de clero; y además contem-
plan situaciones similares: la emigración de sacerdotes para dedicarse al ser-
vicio de la Iglesia en otras regiones. Estudiaremos brevemente el primer su-
puesto, que es un precedente teórico-práctico para comprender el segundo. 
e) Emigración del clero para servir a otra diócesis sin incardinarse a ella. 
Los primeros números de ES están dedicados a desarrollar las disposicio-
nes conciliares (CD, 6 y PO, 10) sobre distribución del clero y ayudas entre 
diócesis. El n. 3 trata del tema que nos ocupa: en él se emplea una vez la voz 
transitus, otra el verbo emigrare y tres veces transmigrare, referidas a los clé-
rigos; nadie dudará de que esos términos se utilizan como sinónimos. Tampoco 
hay duda de la finalidad de ese tránsito o emigración, que no obedece al capri-
cho de unos clérigos inquietos, sino a la solicitud por la Iglesia universal: se 
les anima a que den ese paso de abandonar la diócesis in cuius servitium ordinan-
tur (nótese que no dice «incardinantur») y sese devoveant a otras Iglesias ne-
cesitadas (§ 1), ibídem sacrum ministerium peracturi (§ 2), sacrum ministerium 
exercendum (§ 3). 
Todos estos textos se refieren a clérigos que, incardinados a una diócesis, 
con la debida licencia pasan a otra como agregados (addicti) para ejercer el 
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sagrado ministerio, por un tiempo determinado prorrogable, a cuya expiraclOn 
podrán volver a la diócesis de origen, gozando en ella de los mismos derechos 
que tendrían si no se hubieran ausentado. 
Muy recientemente, la S.e. para los clérigos ha dictado unas Normas di-
rectivas sobre el modo de realizar esas emigraciones o traslados de sacerdotes 11, 
que deben hacerse órdenadamente, previo acuerdo escrito (conventio) entre los 
obispos a quo y ad quem) redactado con la participación del sacerdote, y que 
éste debe aceptar y suscribir para que tenga valor normativo. Las tres partes 
interesadas conservarán copia del documento (n. 26). 
Objeto del acuerdo (n. 27) serán la duración del servicio, las tareas con-
cretas que debe ejercer el sacerdote, lugar del ministerio y domicilio, ayudas 
que recibirá y previsión social. El acuerdo es irreformable unilateralmente, pero 
el obispo ad quem puede devolver al sacerdote, si el ministerio de éste resulta 
perjudicial, previa notificación al otro obispo. 
En la nueva diócesis, los sacerdotes deben obedecer y venerar al obispo 
e integrarse plenamente en el presbiterio, pues son «ministros agregados a una 
nueva familia» 12. Nadie dude, por tanto, que la actual disciplina de los trasla-
dos de sacerdotes se establece en función del ejercicio del ministerio sacerdotal 
en una nueva diócesis. 
Por consiguiente la incardinación supone la incorporación a una Iglesia 
particular u organización similar, a una comunidad, a un presbiterio que es pre-
sidido por el Obispo y que colabora con él. De ahí que el clérigo se incardine 
originariamente a la diócesis para cuyo servicio ha sido ordenado, salvo alguna 
excepción. Pero permaneciendo esa incardinación (que no es mera relación de 
servicio) el sacerdote puede ser agregado a otra Iglesia particular con la que 
establece una relación de incorporación parcial y otra de servicio pleno, ambas 
temporales. La incardinación, que es una vinculación recíproca entre el clérigo 
y la Iglesia particular, presupone o está ordenada al servicio que aquél debe 
prestar a ésta; sin embargo la incardinación subsiste en aquellos supuestos en 
que la relación de servicio se establece con otra diócesis ad tempus) ya que 
dicha relación no pertenece a la esencia de la incardinación. 
f) Incardinación «ipso iure» u «ope legis» del clero inmigrante 
en la nueva diócesis. 
Se trata de la mayor novedad que el Derecho canomco postconciliar nos 
ofrece en materia de incardinación, y responde a los criterios de revisión 
antes expuestos. 
11. S.e. PRO CLERICIS, Normae directivae ... de aptiore cleri distributione, 25-II1-1980 
(AAS 72, 1980, 343-364). La versión castellana puede verse en «L'Osserv. Rom.» en es-
pañol de 24-VIII-80. 
12. «Cum sint ministri novae familiae addicti». 
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Ya hemos visto que la incardinación originaria se efectúa por la recepción 
del diaconado. La legislación hasta ahora promulgada nada dice de la incar-
dinación secundaria, realizada por decreto formal del Obispo, que requiere la 
correlativa excardinación de la otra diócesis, y que las Normae directivae, n. 31 
declaran. regulada todavía por las disposiciones del CIC. 
Mas la flexibilización de la incardinación tiene también por objeto aco-
modarla a la efectiva realización del trabajo pastoral, cuando éste se lleva a 
cabo por largo tiempo en diócesis ajena. En este caso, si el clérigo lo desea 
y los obispos no se oponen expresamente, se permite la incardinación automá-
tica í'pso iure u ope legis. 
He aquí lo que sobre el particular se determina en ES, 1, 3 § 5, Y se rei-
tera en el citado n. 31 de las Normae directivae: 
Clericus autem qui a propria dioecesi in aliam legitime transmigra-
verit, huí'c dioecesi, transacto quinquennio, ipso iure incardinatur, 
si talem voluntatem in scriptis manifestaverit tum Ordinario dioece-
sis hospitis tum Ordinario proprio, nec horum alteruter ipsi contra-
riam scripto mentem intra quattuor menses significaverit 13. 
La interpretación de esta norma tan densa en contenido no deja de sus-
citar dudas, que se han puesto de manifiesto en la causa que vamos a comentar. 
Dudas que intentaremos despejar en las páginas siguientes, considerando el 
significado de las palabras no sólo en el texto sino también en su contexto y 
atendiendo al fin y circunstancias de la ley, así como a la mente del legis-
lador (CIC, c. 18). 
Tres son, a nuestro juicio, los requisitos para que la incardinación se 
produzca: 1) legítimo traslado a otra diócesis y servicio en ella durante cinco 
años; 2) voluntad del clérigo de incardinarse, manifestada por escrito a ambos 
Ordinarios; 3) que ninguno de los Ordinarios se haya opuesto, comunicándolo 
por escrito al clérigo en un plazo de cuatro meses. 
La redacción del texto hace que el primer requisito aparezca como pre-
supuesto fáctico desencadenante de la incardinación, dándole prioridad sobre 
los otros dos, que aparecen como simples condiciones -aunque ad validita-
tem-·, al tiempo que se pone de manifiesto la voluntad del legislador de 
facilitar la adecuación de la situación jurídica del clérigo a su situación vital y 
de favorecer la estabilidad del mismo allí donde se encuentra ejerciendo a gusto 
su ministerio durante un largo período de tiempo, lo cual-dicho sea de paso-
promueve la seguridad jurídica, al eliminar la existencia de una doble vincula-
ción del sacerdote. 
Estudiaremos los tres requisitos expuestos. 
13. AAS 58 (1966) 760; Y 72 (1980) 363. 
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1) Legítimo traslado a otra diócesis y servicio en ella durante un quinquenio. 
1. En primer lugar se exige la legitima transmigratio de un clérigo, de 
la diócesis de origen a otra. Esta expresión del párrafo 5.° de ES, 1, 3 es la 
misma que se utiliza en los tres párrafos anteriores, que nos explican su signi-
ficado. Según el 2.°, se requiere que el Ordinario a quo otorgue al clérigo la 
licentia emigrandi para otra diócesis que sufre escasez de clero; licencia que no 
debe denegar si no es para causa verdaderamente justificada. Se sobreentiende 
que el Ordinario ad quem esté dispuesto a recibirlo de buen grado. Se les 
exhorta a ambos Ordinarios a que mediante acuerdo escrito especifiquen los 
derechos y deberes del clérigo en su nuevo destino. Ya hemos visto cómo a 
partir de las Normas de la S. Congregación de 1980 ese acuerdo es preceptivo. 
Si se cumplen estos requisitos, el traslado es legítimo; la falta de alguno de 
ellos podría subsanarse en un momento posterior. 
2. Además se requiere que el clérigo permanezca en la diócesis ad quam 
durante cinco años, pero no de cualquier manera, sino sirviéndola mediante el 
ejercicio de su ministerio sacerdotal. Apenas sería preciso insistir en esto, si 
no fuese porque la sentencia cuyo comentario acometeremos 10 pone en duda. 
Todo el contexto indica bien a las claras que no se trata de una mera commoratio 
en el territorio, por muy legítima y consentida que sea. Se trata de abandonar 
el servicio de una diócesis para pasar temporalmente al servicio de otra, inte-
grándose en su presbiterio, haciéndose cooperador del Obispo en el desempeño 
del triple munus. 
Esta es también la opinión de Ribas 14, para quien la licencia del Ordinario 
a quo tiene por objeto la agregación a diócesis distinta, y el quinquenio co-
mienza a correr a partir de esa agregación, que para este autor es una relación 
de pleno servicio con la diócesis. Por si cupiera duda alguna acerca de qué va 
a hacer el clérigo en la nueva diócesis y a qué tiene que dedicarse durante ese 
quinquenio -si no bastase el contexto de los párrafos anteriores de ES- las 
Normas de la S. C. para los Clérigos varias veces citadas, que reproducen en 
su n.O 31 literalmente ese precepto de ES, lo introducen con estas palabras es-
clarecedoras: «Para la consecución de la misma (incardinación) ope legis, el 
M. P. Ecclesiae Sanctae ha dictado una nueva norma con la que se tiene en 
cuenta el servicio prestado» 15. 
Ya se ve, por tanto, que no basta la permanencia en la diócesis para in-
cardinarse ope legis a ella, sino que es preciso haberla servido durante cinco 
años, y que en todo ese período se haga legítimamente. Acerca de la duración 
de toda agregación, dice ES, 1, 3 § 4 que su tiempo debe estar definido, aunque 
14. Cf. J. M. RIBAS, o.c.) 254 y 271. 
15. «Quae scilicet rationem habet servitii peracti». La versión castellana la tomamos 
del citado número de «L'Osservatore Romano» (vid., nota 11). 
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se puede prorrogar varias veces. Todo esto hoy debe ser objeto del acuerdo 
preceptivo, el cual puede fijar un plazo de cinco o más años, y prever una pró-
rroga expresa o tácita. 
Cuando el acuerdo excluye la prórroga tácita, al terminar el plazo se inte-
rrumpe la agregación legítima de iure, y 10 mismo cuando el Obispo ud quem 
cancela la agregación por entender que el ministerio del clérigo es perjudicial 
en su diócesis, como hemos visto antes que dice el n. 27 de las Normas direc-
tivas. También se interrumpe cuando el clérigo acepta un oficio en su diócesis 
propia que es incompatible con la agregación a la otra; o cuando se le imponga 
una pena que implique suspensión o ruptura de la relación de servicio con la 
diócesis, como sucede en algunas de las contempladas en el c. 2.298. 
Se interrumpe el tiempo de servicio de facto cuando el clérigo se ausenta 
de la diócesis que le hospeda manifestando intención de no volver, o si 10 
hace por un notable espacio de tiempo sin la correspondiente autorización. En 
todos estos casos, la interrupción del período hace que el quinquenio tenga 
que volver a computarse de nuevo por entero, si se quiere que surta efecto. 
En cambio se entiende el servicio moralmente continuo, aunque el clérigo 
se ausente para gozar de su período de vacaciones, o para someterse a trata-
miento médico, o por algún acontecimiento familiar, durante un plazo pruden-
cial y con permiso del Ordinario o de la autoridad que a estos efectos haga 
sus veces. En estos casos no parece que sea preciso suplir las ausencias con 
una prolongación adicional del servicio. 
2) Voluntad del clérigo de incardinarse, 
manifestada por escrito a ambos Ordinarios. 
Una condición imprescindible para que la incardinación se realice ope legis, 
y que viene a poner de manifiesto el extraordinario respeto que en el Derecho 
Canónico se tiene por la persona individual aún en temas de tanto interés pú-
blico como el ejercicio del ministerio sacerdotal, es la de que el propio clérigo 
manifieste a los dos Ordinarios su voluntad de incardinarse en la nueva dióce-
sis. No vamos a detenernos aquí a estudiar la repercusión que en ese asunto 
tendría la posible incidencia de un vicio de la voluntad, que opinamos carecería 
de connotaciones específicas. 
Es indudable que se trata de un acto jurídico del clérigo, en cuanto con-
siste en una manifestación de voluntad destinada a producir efectos jurídicos 
vislumbrados siquiera en confuso: no es preciso que el clérigo tenga conciencia 
clara del valor jurídico de su acto, pero sí debe ser consciente de que mani-
fiesta su voluntad de incardinarse. 
Esa voluntad puede venir psicológicamente expresada de diversas mane-
ras: o como un deseo firme, o como una petición de incardinación o de con-
sentimiento a los respectivos Ordinarios, 0, por último, pura y simplemente 
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como una intención de incardinar se en cuanto depende de la voluntad del 
propio clérigo. 
Sobre la forma que debe adoptar esa manifestación de la voluntad, 
debemos señalar dos caracteres: escrita y firme .. Respecto a la forma escrita 
cabe decir que no es preciso se haga en forma solemne, de notificación o re-
querimiento; basta hacerlo incluso en una carta ordinaria, con tal que no 
quepa duda acerca de la intención de su autor. Por otro lado, al decir firme 
no queremos significar absoluta. La voluntad puede ser condicional, con tal que 
la condición sea lícita, pueda admitirse en el asunto de que se trata, y no 
disminuya la firmeza de la voluntad de incardinarse. Sin embargo creemos que 
no comienza a transcurrir el cuatrimestre que la ley concede a los Ordinarios 
para oponerse a la incardinación, mientras no se cumpla la condición. 
Plantea en este punto Ribas la cuestión de si la manifestación de voluntad 
debe hacerla el clérigo una vez transcurrido el quinquenio o bien puede hacerla 
antes. Todavía -pensamos- cabría preguntarse si vale la comunicación de 
voluntad hecha antes de que transcurra el quinquenio, con tal que éste haya 
concluido al fin del cuatrimestre apto para que los Ordinarios se opongan. Ribas 
sostiene que el clérigo debe declarar su intención después de concluidos los 
cinco años 16 y tacha de absurda la opinión contraria, con dos argumentos: 
Si pudiera hacerse antes -dice-, una vez transcurridos cuatro meses sin 
que los Ordinarios hubieran dicho nada, no se podrían luego oponer a la in-
cardinación, aun en el caso de que surgiesen nuevas circunstancias que la hicie-
ran desaconsejable. Nosotros opinamos que en tal supuesto, y mientras no trans-
curra el quinquenio, cualquiera de los Obispos puede oponerse eficazmente 
a la incardinación, bien directamente mostrando su disconformidad con la mis-
ma, bien indirectamente impidiendo que el clérigo concluya el quinquenio legí-
tima y eficazmente agregado a la nueva diócesis. 
El otro razonamiento de Ribas es el siguiente: el Derecho exige el trans-
curso del quinquenio con objeto de dar tiempo a que el presbítero compruebe 
si se adapta o no al nuevo ambiente. Pero si expresa su decisión de incardinarse 
antes de tiempo, yeso tiene relevancia jurídica, luego podría verse incardinado 
-al sobrevenir nuevas circunstancias- contra su voluntad, lo cual sería con-
trario al espíritu del Concilio. Esta objeción es menos consistente todavía que 
la anterior: La manifestación de voluntad del sacerdote, mientras no se pro-
duzca el efecto de la incardinación ope legis, es ciertamente ' revocable. Se, po-
drán plantear otros supuestos de solución más difícil, pero éste no parece du-
doso: adelantándonos a lo que luego diremos, pensamos que el cuatrimestre y 
el quinquenio no se excluyen, sino que son dos plazos que pueden simultanear-
se o solaparse: lo único que se exige es que ambos hayan transcurrido para 
que la incardinación tenga lugar. 
16. J. M. RIBAS, O.C., 271-272. 
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3) Que ninguno de los Obispos haya respondido por escrito 17 al clérigo, en el 
plazo de cuatro meses, oponiéndose a su incardinación. 
1. Estudiemos primeramente en qué consiste esa hipotética contraria mens 
scripto significata. Supone, desde luego, una intención, una voluntad. Pero será 
bueno tener en cuenta que más que del acto interno de la voluntad, de lo que 
se trata es de la manifestación de la voluntad. Los actos jurídicos públicos son 
actos formales: no importa tanto lo que el Superior quiere o piensa en su 
interior, como lo que manifiesta exteriormente. Por tanto hay que evitar perder 
el tiempo en elucubraciones sobre si en realidad los obispos pensaban esto o 
lo otro, si querían la incardinación o no la querían. Dicho en otros términos, 
en casos como éste, más que la mens significata interesa la significatio mentis, 
que es lo jurídicamente relevante. 
Además, esa 'significación o manifestación ha de hacerse en forma clara 
y terminante, y por escrito. No se requiere ningún otro formalismo. La forma 
que adopte puede ser muy variada: una orden positiva de volver a la diócesis 
de origen, o una orden negativa (prohibición) 18 de permanecer más allá del 
tiempo previsto en la diócesis a la que sirve el clérigo, un rescripto denegatorio, 
una desaprobación o -pura y simplemente-"- una oposición a la incardinación 
o a la voluntad manifestada por el clérigo. Cualquiera de estas soluciones es 
eficaz, con tal que conste por escrito que la voluntad de uno u otro Obispo 
es contraria o se opone a la incardinación. 
Esa oposición, para que sea jurídicamente relevante, debe notificarse por 
escrito al interesado dentro de los cuatro meses de la declaración de éste, o 
también fuera de ellos pero dentro del quinquenio si éste no hubiera trans-
currido por completo. A esta hipótesis ya nos hemos referido con anterioridad. 
Pero para que se produzca la incardinación ipso iure es preciso que esa 
manifestación de voluntad de los Obispos o de uno de ellos no tenga lugar. 
Esto ha llevado a Ribas a calificar dicha conducta como un supuesto de silencio 
administrativo positivo 19, que es aquel en que la ley, a falta de actividad de 
la Administración, presume o interpreta su voluntad en sentido afirmativo, o 
sea, de acoger favorablemente la petición que se le ha dirigido. 
No obstante, aquí no nos hallamos ante lo que propiamente se entiende 
por silencio administrativo. Este tiene lugar cuando a la Administración se le 
dirige una petición o recurso, o bien cuando, aunque no haya sido excitada 
17. En la versión española de «L'Osservatore Romano» se traduce el término scripto 
--creemos que correctamente- refiriéndose a la forma de la posible respuesta de los Obis-
pos; en cambio, M. CABREROS (Código de Derecho Canónico, II, BAC 1974, 104) lo refiere 
al escri to del clérigo. 
18. J. M. RIBAS (a.c., 272) dice que se trata de una orden negativa o prohibición. 
Pero no es a nuestro juicio la única solución. Las tres primeras de las enumeradas son actos 
administrativos en sentido estricto: las demás, no. 
19. Cf. J. M. RIBAS, O.C., 273. 
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por el administrado, está por ley obligada a emitir un acto, que por esa razón 
se denomina acto reglado. Pero en el caso presente, ni a los Obispos se les 
dirige una petición que requiera respuesta, ni ellos tienen el deber de emitir 
un acto en cumplimiento de la ley. 
En segundo lugar, el silencio administrativo es un mecanismo jurídico que 
opera por ley cuando la voluntad de la Administración es imprescindible para 
obtener de ella algo, o al menos para poder proceder a reclamaciones ulterio-
res. En el caso presente, en cambio, no es imprescindible una declaración de 
voluntad de los Obispos, ya que la incardinación se produce ope legis y la opo-
sición de los Ordinarios se contempla como una mera condición negativa. Pre-
cisamente la ley produce la incardinación cuando ninguno de los dos se opone. 
Nótese además que la no oposición puede presentarse de forma negativa, 
cuando los Obispos se abstienen de emitir una declaración contraria jurídicamen-
te relevante. Pero a veces aparece positivamente esa no oposición por la anuen-
cia expresa o incluso por las litterae excardinationis del Obispo propio, como 
sucede en la sentencia que vamos a comentar; o por la anuencia o las litterae 
incardinationis del otro Obispo. 
Solamente impediría la incardinación ope legis la coincidencia de las litterae 
excardinationis e incardinationis de uno y otro Ordinario, ya que daría lugar a 
la incardinación formal o ab homine, que es un modo de producirse distinto. del 
anterior. 
B. LA SENTENCTA DE LA SECCTÓN 2.a DE LA SIGNATURA 
y SU COMENTARIO. 
a) Facti adumbratio. 
Comencemos por describir aquellos elementos de hecho que consideramos 
jurídicamente relevantes en la presente causa. 
El sacerdote Antonio X, incardinado en la diócesis de San Pedro de Flori-
da, renuncia a su oficio pastoral en 1968 y se traslada a la Archidiócesis de 
Miami con el consentimiento de su Obispo. Allí primeramente habita en un 
sanatorio, a causa de su salud precaria, pero luego pasa a desempeñar diversas 
funciones pastorales, por acuerdo de ambos Ordinarios. 
Al menos desde agosto de 1968, y repetidamente, Antonio manifiesta a 
los mismos por escrito su deseo de obtener la incardinación en Miami, y siem-
pre contó con el consentimiento y con las lítterae excardinationz's de su Obispo. 
Pero el Ordinario de la diócesis que le hospeda difiere su respuesta, aún ha-
ciendo saber al clérigo a través del Vicario General que se inclinaba a conce-
derle la incardinación, al tiempo que alababa su labor apostólica. 
Por consiguiente, con expresión impropia se lee en la sentencia que An-
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tonio petit et obtinuit a novo Ordinario excardinationem a dioecesi S. PetTi 
in Florida: no pudo obtener la excardinación, ya que ésta no se produce más 
que simultáneamente con la nueva incardinación. Lo que realmente obtuvo 
fue las litterae excardinationis (c. 112), cuyo efecto quedó en suspenso a falta 
de la incardinación correlativa. 
Tras varios e inútiles intentos de lograr la incardinación en Miami, Anto-
nio escribe el 3 de diciembre de 1975 una carta al Ordinario del lugar, en la 
que se afirma incardinado a esa Iglesia particular en virtud de ES, 1, 3 § 5, 
por haberse cumplido los requisitos establecidos en dicha norma para la incar-
dinación automática o ipso iure. No compartía el Ordinario de la diócesis ad 
quam ni la opinión ni el entusiasmo de Antonio, contra el cual dicta acto se-
guido un decreto de expulsión de la diócesis, 
Habría sido interesante conocer de qué fecha era el mencionado decreto: 
únicamente sabemos que contra el mismo interpuso Antonio recurso jerárquico 
ante la S. Congregación para los Clérigos, el día 3 de junio de 1977. Este Di-
casterio escribe el 20 de junio siguiente al Arzobispo de Miami para comuni-
carle el rechazo del recurso, que juzga carente de fundamento, y que AntonIO 
no ha quedado legítimamente incardinado ipso iure a dicha Iglesia particular. 
Sintiéndose injustamente lesionado por esta decisión, Antonio recurre ante 
la Sección 2.a el 9 de agosto de ese mismo año, intra terminos, según dice la 
sentencia. Nos hubiera gustado conocer en qué fecha le fue notificada la de-
cisión a Antonio -ad normam iuris-, pues a partir de entonces es cuando 
comienza a correr el plazo perentorio de treinta días para recurrir, establecido 
por el arto 105 § 1 de las Normae speciales de la Signatura Apostólica. El .Con-
greso de la Signatura admite a discusión el recurso y concuerda el dubium que 
versa sobre la ilegitimidad del acto de la S. Congregación para los Clérigos. 
Percibimos cierta imprecisión en la motivación de la sentencia. Si esta-
mos al tenor literal de la misma, el decreto del Ordinario impugnado es 
de expulsión, y la decisión de ese recurso contiene dos disposiciones: 1) el 
recurso carece de fundamento (es decir, la expulsión ha sido legítimamente de-
cretada); y 2) la incardinación ipso iure u ope legis no ha tenido lugar. Nótese 
que la primera cuestión es consecuencia de la segunda: 10 que aquí se debate 
fundamental y primariamente es si el sacerdote Antonio está incardinado o no 
en la Archidiócesis de Miami. Del resultado de esta cuestión, dependerá la le-
gitimidad de la expulsión. 
b) Ad ius quod spectat. 
En consonancia con la cuestión debatida, el Tribunal no puede menos de 
hacerse eco e interpretar la norma de ES, 1, 3 § 5, y ponderar los requisitos para 
que se produzca la incardinación secundaria automática. 
Comencemos por decir que el Tribunal denomina por dos veces tacita in-
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cardinatio a esta forma de incardinación; esperamos que no se generalice este 
modo de hablar que no corresponde a la realidad jurídica que contemplamos. 
A tenor del texto de ES, cuando se producen los requisitos establecidos, 
el clérigo ipso iure incardinatur. Y en las Normae de la S. C. para los clérigos, 
se' determina: ad incardinationem, tamen, ope legis obtínendam ... Está bien 
claro que se trata, pues, de una incardinación ipso iure u ope legis, por oposi-
ción a la incardinación ab homine, que se realiza por decreto administrativo. 
Ambas formas de incardinación son derivadas o secundarias, porque se obtienen 
junto con la excardinación de otra diócesis o instituto. En cambio la incardina-
ción originaria o primaria es la que se produce por el hecho de la sagrada 
ordenación. Por último, la incardinación ipso iure se puede denominar también 
automática, porque no requiere un acto formal que la produzca. 
No conviene hablar aquí, por tanto, de una incardinación tácita: es una 
incardinación en la que habla el Derecho, sin que quepa recurrir --<:omo antes 
hemos visto- al tema del silencio administrativo: basta que los Ordinarios 
no obstaculicen la acción de la ley, aunque pueden incluso coadyuvar expresa-
ment a la producción de sus efectos. 
Es clara la ratio legis expuesta en la sentencia: se trata de favorecer la 
estabilidad del clérigo que trabaja por largo tiempo en diócesis ajena y que 
quiere permancer en ella, logrando así una situación segura, cuando no hay 
motivo razonable que se oponga a su incardinación. 
Las condiciones que de la misma se enumeran son cuatro: 
1) Manifestación escrita que hace el clérigo, de su voluntad de incar-
dinarse. Explícitamente se dice --<:oincidiendo con nuestra opinión- que cabe 
hacerla tanto mientras va transcurriendo el quinquenio, como una vez agotado. 
2) Que se envíe ese escrito a ambos Ordinarios, sin que sea preciso 
hacerlo simultánamente; en efecto, se trata de dos actos distintos. 
3) Que haya transcurrido el quinquenio. Aquí la sentencia sienta una doc-
trina -valedera para este caso, según el c. 17 § 3- que nosotros hemos reba-
tido con diversos argumentos incluso de base legal. Se afirma en ella: Ius non 
exigit uf in dioecesi hospite quis munus aliquod pastorale occupaverit: exigít 
tantum commorationem ... 
Por el contrario, en ES, 1, 3 se habla varias veces del sacrum ministerium 
exercendum, como razón de ser de esa permanencia en diócesis ajena, y las 
Normae directivae tantas veces citadas explican que la incardinación que estu-
diamos rationem habet servitii peracti. No insistiremos, pues, en el tema. 
4) Por último se refiere a la no oposición por escrito de uno u otro Or-
dinario, o los dos, intra quadrimestre a petitíone lacta et elapso quinquennio. Es 
decir, se expone el criterio por nosotros sustentado de que, mientras los cinco 
años no hayan transcurrido, pueden oponerse los Obispos, aunque se hayan 
agotado los cuatro meses. Además se aclara que no es preciso que los Obispos 
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hagan la comunicación en persona: pueden realizarla por medio de un repre-
sentante o vicario. 
c) In facto. 
Declara probado el Tribunal que Antonio emigró legítimamente de la 
diócesis de San Pedro a la de Miami. En efecto, del Obispo de la primera obtuvo 
la excardinación (más bien, las letras de excardinación) el 9 de agosto de 1968, 
y desde entonces con su permiso permaneció en la Archidiócesis de Miami, al 
principio en un hospital y luego cumpliendo diversos oficios en varias parroquias, 
que le fueron encomendados por el Ordinario ad quem. . 
Igualmente consta que el recurrente había pedido su incardinación en Miami 
muchas veces y en todas las formas posibles, por escrito y de palabra. 
Sobre la permanencia de cinco años (conmoratio quinquennalis) se ha apre-
ciado su existencia no sólo material sino también formal, es decir, con el con-
sentimiento de ambos Obispos. Aquí el Tribunal admite dos posibilidades de 
computar el plazo; ya sea a partir del 9 de agosto de 1968, cuando morando en 
el hospital obtuvo la excardinación de su Obispo, ya sea desde el 25 de no-
viembre, fecha en que el Arzobispo de Miami le confirió su primer ofi-
cio. Si bien, como anteriormente hemos visto en el In iure, el Tribunal sus-
tenta el criterio de que no es preciso estar sirviendo a la diócesis ad quam 
durante el quinquenio, sino que basta la simple residencia, parece admitir ahora 
la duda, al hacer ambos cómputos. Ya hemos dicho que nosotros sostenemos el 
criterio contrario. 
De todos modos el quinquenio se ha cumplido, ya que -dice el tribunal-
el término ad quem es el mes de marzo de 1975, cuando de nuevo Antonio 
solicitó formalmente su incardinación en Miami. No comprendemos la razón de 
que se dé por concluida la commoratio legitima en esa fecha, siendo así que 
-según los datos de que disponemos- sólo se interrumpe jurídicamente por 
el decreto de expulsión, que es posterior a la carta de Antonio de 3 de di-
ciembre de 1975. 
Una cuestión de singular trascendencia en el caso que contemplamos es la 
de si no se cumplió el requisito del quinquenio por causa del abandono del 
oficio parroquial que Antonio desempeñaba. He aquí las palabras precisas de 
la sentencia, en la que el Tribunal juzga que no ha habido tal interrupción: 
Neque valet dicere quinquennium nondum elapsum esse cum rev. Antonius X 
anno 1973 officium paroeciale reliquit: requiritur enim quinquennium commo-
rationis legitimae, prouti in iure dictum esto El razonamiento es impecable si 
se admite el criterio del Tribunal; pero a nuestro entender la Sección 2.a ha 
modelado un concepto de commoratio legitima, extraño a la ley que regula esta 
materia. 
Nosotros sostenemos que es imprescindible la agregación (addictio) duran-
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te cinco años, lo que supone estar sirviendo a la diócesis, cumplir una relación 
de servicio mediante el ministerio sagrado. El problema que se plantea a la 
hora de valorar los hechos -y para lo cual nos faltan suficientes elementos de 
juicio-- es si lo que en la sentencia se denomina «abandono del oficio parro-
quial» debe interpretarse como interrupción formal de la relación de servicio 
con la diócesis. No son dos cosas necesariamente equivalentes, pero lógicamente 
pueden darse ambas. Piénsese que la simple renuncia a un oficio puede hacerla 
cualquier clérigo, incluso incardinado, sin romper por ello la relación jerárquica 
ni la relación de servicio. Cuando se renuncia con causas razonables, por jus-
ticia o equidad el Ordinario debe procurar encomendarle unas funciones pas-
torales más en consonancia con su capacidad y con las necesidades de los fie-
les, y proveer también respecto al conveniente sustento del sacerdote. En el 
caso que comentamos puede pensarse que no ha habido ruptura del servicio, 
ni falta punible del clérigo, pues el Tribunal, ya hacia el fin de la sentencia, 
dice que una semana después de ese abandono (el 15 de febrero de 1973) An-
tonio fue asignado como huésped auxiliar de la labor pastoral a la parroquia 
de la Asunción de Pompano Beach, lo cual puede interpretarse como la prose-
cución del servicio a la diócesis, y el cambio de un encargo por otro. 
Es razonable la negativa de la sentencia a considerar como interrupciones 
formales de la residencia legítima los silencios del Ordinario a cada una de las 
peticiones de incardinación formuladas por el clérigo: esos silencios en todo 
caso pueden considerarse solamente como una negativa a la incardinación ex-
presa, por decreto; pero no como una oposición formal a la incardinación por ley. 
El punto más debatido en la causa fue, sin embargo, el de la posible exis-
tencia de una manifestación de voluntad contraria a la incardinación por parte 
del Arzobispo de Miami. 
La parte resistente opone al recurso la existencia de un documento que 
consta en autos. Se trata de un Memorandum interno de la Curia, redactado el 
15 de octubre de 1975 por el Vicario General, quien refiere una conversación 
tenida con Antonio: «le dije que pensaba que el Arzobispo deseaba que él 
regresase a su diócesis propia ... y que no estaría dispuesto a confiarle un en-
cargo en la Archidiócesis de Miami». Pero el Tribunal juzga a dicho Memo-
rándum carente de valor jurídico, por diversas razones: 1) porque esa conver-
sación se celebró siete meses después de la instancia última de incardinación 
de Antonio, es decir, tuvo lugar fuera del plazo de los cuatro meses; 2) por-
que ese escrito es sólo un documento interno, en el que se relata un coloquio 
con Antonio; y 3) porque, en la citada conversación, el Vicario General se 
limita a expresar su «opinión» relativa a un «deseo» del Arzobispo. No se 
trata, pues, de una notificación de denegación. La sentencia oportunamente ad-
vierte que en estos casos en que la ley exige para la validez una manifestatio 
scripta mentis Ordinarii, haec manifestatio ciare et certe et quidem scripto, non 
vagis et forte ambiguis verbis, ipsi peten ti fociendo esto Un documento así no 
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se ha aportado a los autos, ni consta su existencia, pese a los requerimientos 
efectuados por la S. Congregación. 
Concluye la parte expositiva o motivación de la sentencia resumiendo las 
causas de la ilegitimidad in decernendo del acto administrativo impugnado: 1) no 
se computó correctamente el quinquenio, ya que la residencia legítima duró 
hasta marzo de 1975 y no hasta febrero de 1973; y 2) no se comunicó a An-
tonio la oposición del Arzobispo a su incardinación, ni en forma clara, unívoca 
y por escrito, ni dentro de cuatro meses desde la instancia de incardinación pre" 
sentada por el interesado. 
d) El derecho subjetivo como objeto del recurso. 
En los procesos administrativos está implicada siempre una conducta de 
la Administración que un administrado juzga lesiva para sus derechos o inte-
reses. El problema que se suscita, y que está en íntima relación con el grado 
de protección que una persona recibe en la sociedad, es el de si cabe consi-
derar simplemente la conducta de la Administración a la luz de las normas 
que regulan su actividad; o si es posible, además, considerar a la Administra-
ción como uno de los polos, de una relación jurídica, de modo que el otro 
polo sea otra persona individual o jurídica. 
La cuestión tiene enorme trascendencia, y podemos plantearla en los tér-
minos siguientes: cuando se considera la actividad administrativa en relación 
con los deberes generales de velar por intereses públicos, la justicia adminis-
trativa puede limitarse a declarar ilegítimos o ilegales los actos administrativos 
y, en consecuencia, a declararlos nulos o a anularlos. Pero si se juzga la con-
ducta de la Administración a la luz de obligaciones específicas que tiene res-
pecto de determinados administrados, entonces no es suficiente juzgar sobre la 
legitimidad de un acto, sino sobre la existencia de una relación jurídica (dere-
cho del administrado frente a la Administración), lesión de ese derecho por 
parte de la Administración y restauración de la situación subjetiva vulnerada, 
tanto en el plano jurídico como en el económico. 
Cuando uno de los pilares en que se asienta la sociedad es la justicia, el que 
se considera injustamente lesionado en sus derechos dispone de unos meca-
nismos jurisdiccionales -los procesos- para obtener la debida separación y 
satisfacción. Podrán existir otros tipos de procesos, y de hecho existen, pero 
10 que no ofrece lugar a dudas es que los derechos subjetivos deben ser ampa-
rados por órganos independientes e imparciales. 
De hecho, la justicia administrativa de todos los países civilizados cuenta 
con unas acciones específicas para la defensa de los derechos subjetivos, que 
entraña en primer lugar su reconocimiento expreso, luego su efectividad -el 
despliegue de su eficacia- y por último la indemnización por las lesiones que 
se les hayan causado. Esto es necesario, aunque además en muchos países exis-
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te un recurso de · mera legalidad o legitimidad, es decir, de simple anula-
ción, cuyo arquetipo es el francés, por exces de pouvoir, y, por consiguiente, 
nadie debe extrañarse de la existencia de un recurso · de legalidad del acto 
administrativo en la Iglesia. 
Lo que nos planteamos es si en el Derecho canónico existe un proceso 
ante un tribunal jurisdiccional independiente en el que todo fiel pueda ver reco-
nocidos sus derechos subjetivos frente a la Administración, como 10 que tienen 
los ciudadanos de cualquier país 20. 
No basta declarar que en la Iglesia el fiel tiene ciertos derechos: es pre-
ciso comprobar si son realmente protegidos, es decir, si existen en la práctica 
jurídica. Sabido es que el derecho subjetivo es una situación jurídica de ventaja 
frente a otros sujetos, protegida directamente por una norma. De modo que 
no hay otra manera de aplicar esa norma que hacer efectivo ese derecho. 
En vano se sostendrá que un juez tiene poder para resolver los conflictos 
de derechos subjetivos, si no puede aplicar la norma que los protege directa-
mente, sino sólo bajo el aspecto de la legitimidad 21, pues esa limitación final 
contradice la existencia de un derecho subjetivo, que es la afirmación inicial. 
Para la tutela de los derechos subjetivos hay que arbitrar los sistemas ade-
cuados; no se podría justificar su carencia en la Iglesia con el argumento 
de que 10 mismo sucede en los Estados 22, ya que en éstos hay recursos 
de derechos subjetivos, ante la jurisdicción ordinaria o ante una jurisdicción 
administrativa. 
e) La incardinación del actor, «quaestio disputata» en la causa presente. 
Como ya hemos dicho al comentar la facti adumbratio, el sacerdote Anto-
nio sostenía en su carta al Arzobispo de Miami que " estaba incardinado ipso iure 
a dicha Archidiócesis; en respuesta, el Ordinario dictó decreto de expulsión 
contra el mismo. 
No se conforma Antonio con tal actitud, sino que interpone el oportuno 
recurso jerárquico ante la S. C. para los clérigos, la cual decidió dos cuestiones 
que parecen responder a las dos pretensiones de Antonio: 1) la petición del 
clérigo (¿contra la expulsión?) no tenía fundamento; 2) no puede afirmarse 
legítimamente que dicho sacerdote hubiese quedado ipso iure incardinado en 
Miami. 
Es indudable que la cuestión principal, de la que dependen todas las 
demás, es la segunda: si Antonio ha quedado incardinado o no a la Archidió-
20. Cf. E. LABANDEIRA, El objeto del recurso contencioso-administrativo en la Iglesia 
y los derechos subjetivos, «Ius Canonicum>>>> 40, 1980, 153. 
21. Cf. A. RANAUDO, Brevi considerazioni su «l'oggetto primario» delta competenza 
spettante . alta «Sectio Altera» delta Segnatura Apostolica, «Monitor» 105, 1980, 105-106. 
22. Cf., ibid, 103. 
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cesis. Se trata de una cuestión de derechos subjetivos, que el Tribunal en vano 
tratará de soslayar. Inútilmente se plantea como una cuestión de mera legitimi-
dad del acto, como vamos a ver a continuación. Ese acto administrativo será 
legítimo si Antonio no quedó incardinado porque no se cumplieron lo~ requi-
sitos establecidos en ES, 1, 3 § 5; por el contrario, será ilegítimo si se cumplie-
ron las condiciones para la incardinación automática. No lo decimos nosotros, 
sino la propia sentencia del Tribunal en la única referencia a los efectos de 
dicha norma que hace en el In lacto, de modo condicional y como de paso. 
Dice lo siguiente: Recurrens ... lavorem iuris consecutus est, cum statutum iuris, 
si omnes conditiones servatae sunt, ipsis cedan! nescientibus vel de re non 
ca gitantibus. 
Como hemos dicho, en todos los países modernos existen mecanismos de 
defensa jurisdiccional directa de los derechos subjetivos. En Francia, el recurso 
de plena jurisdicción ante el Consejo de Estado -con acciones similares a las 
de la jurisdicción ordinaria- se sigue en estas materias: responsabilidad admi-
nistrativJl, contratos, impuestos directos, materia electoral, funcionarios (cuan-
do no basta la anulación) y cuestiones sobre establecimientos incómodos, insalu-
bres y peligrosos. La incardinación puede considerarse una materia análoga a 
la de «funcionarios». 
En Italia la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción administrativa exclusiva 
prestan, cada una a su modo, protección directa a los derechos subjetivos, en 
un sistema innecesariamente complejo. Según Cassarino, es preciso acudir al 
recurso subjetivo en tres hipótesis: 1) cuando la cuestión de derecho subjetivo 
se plantea como prejudicial respecto a la validez del acto; 2) cuando tal cues-
tión se identifica en sustancia con la de legitimidad (el acto está viciado porque 
su autor ha violado una obligación y un derecho); 3) cuando la violación del 
derecho es cuestión posterior a la de legitimidad 23. Pues bien, en el caso pre-
sente, las cuestiones de la expulsión y de la incardinación corresponden res-
pectivamente a los dos primeros supuestos. 
Además de en Francia, en otros países las cuestiones de legitimidad y de 
derechos subjetivos son tratadas por los mismos tribunales, aunque de dife-
rente manera. Así, en Alemania, por los tribunales administrativos; en Inglate-
rra, EE.UU. y España por los tribunales ordinarios. 
f) El ;uicio de los hechos realizado por el Tribunal. 
Cuando se cuestiona un derecho subjetivo y se quiere obtener su protec-
ción absoluta, no basta acudir al juicio de legitimidad, ya que, en el mejor 
23. Cf. S. CASSARINO, Le situazioni giuridiche e l'oggetto delta giurisdizione ammini-
strativa, Milán 1956, 341-343. 
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de los casos, la protección de aquél se hará indirectamente por este procedi-
miento 24. 
La Sección Segunda de la Signatura Apostólica, en la causa que nos ocupa, 
enfoca adecuadamente -a nuestro juicio- la cuestión principal, al tomar bajo 
su punto de mira la norma de ES, I, 3 § 5. Estudia detenidamente cada uno 
de los requisitos legales para que se produzca por ley la incardinación automá-
tica, todo 10 cual es la premisa mayor del juicio. Posteriormente, en el In lacto, 
pondera los elementos de hecho de que hay constancia en los autos, para ver 
si se han cumplido todas y cada una de las condiciones legales para la incar-
dinación. En este punto, el Tribunal considera probado, en el asunto que juzga, 
el traslado legítimo inicial del clérigo a otra diócesis, que dicho clérigo presentó 
la solicitud escrita de incardinación, que permaneció legítimamente en la nueva 
diócesis durante más de cinco años, y que ninguno de los Ordinarios se opuso 
por escrito a la incardinación en tiempo útil. Todo esto es la premisa menor 
del silogismo judicial. 
Estando a la labor de apreciación de los hechos por el Tribunal, debemos 
reconocer que se ha llevado a cabo con escrupulosidad, apreciando que uno 
por uno los requisitos se cumplieron, y realizando una valoración fáctica correc-
tora de aquella que hizo en su decisión el dicasterio administrativo correspon-
diente. Sin embargo, no se llegaron a deducir las consecuencias jurídicas que 
eran de esperar de la apreciación de tales hechos, como veremos a continuación. 
g) La limitación del pronunciamiento. 
Debemos poner de manifiesto la deficiencia del juicio lógico del Tribu-
nal, que esquemáticamente podemos resumir así: 1) para la incardinación auto-
mática existen los requisitos A, B, e y D; 2) en el caso presente se han cum-
plido lo~ requisitos A, B, e y D; 3) ergo ... 
Lo lógico habría sido que la conclusión primaria consistiera en declarar 
que el sacerdote Antonio ha quedado incardinado por el mismo Derecho en la 
nueva diócesis. Fijémonos bien en esto: hasta aquí no hemos hablado todavía 
de una sentencia constitutiva (de que el juez incardine a Antonio), ni de que 
mande que el Ordinario 10 incardine. Nada de esto. La tarea del Tribunal era 
mucho más sencilla: deducir como conclusión del razonamiento la incardina-
ción automática. Sin embargo no fue así. No era preciso que el Tribunal sus-
tituyera a la Administración dictando o reformando un acto administrativo. 
Bastaba con que, en aplicación de la norma al caso, declarara incardinado por 
ley al presbítero en la Archidiócesis de Miami. 
Aunque se diga que en el recurso contencioso-administrativo canónico el 
24. Cf. 1. GORDON, De obiecto primario competentiae «Sectionis Alterius» Supremi Tri-
bunalís Signaturae Apostolicae, «Periodica» 68, 1979, 528. 
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Tribunal realiza un examen profundo de los hechos que sirven de fundamento 
al acto administrativo 25, debe tenerse en cuenta que ese profundo examen no 
existe cuando el Tribunal no tiene en cuenta todo lo que esos hechos represen-
tan jurídicamente. Los hechos comprobados por la Sección 2.a en la causa objeto 
de nuestras reflexiones conducen inexorablemente al ipso iure incardinatur. Y no 
hay razón alguna -ni siquiera de Derecho positivo, sobre lo cual no vamos 
a tratar ahora 26_ para que el Tribunal no 10 haga así. 
Sin embargo, la sentencia en su parte dispositiva se limita a declarar: 
Constare de illegitimitate in decernendo relate ad actum S. Congregationis pro 
Clericis diei 20 iunii1977. Una simple declaración de ilegitimidad, sin deducir 
ni siquiera de ella la única consecuencia inmediata de los recursos de legalidad: 
la anulación del acto 27. 
h) El contenido implícito de la decisión y su ejecución. 
No parece lógico sostener que las sentencias de la Sección 2.a de la Sig-
natura Apostólica ofrecen suficiente protección en las causas de derechos 
subjetivos 28, si también se afirma que «en los casos en que surgiesen daños 
derivan tes de actos administrativos, nada impide que el recurrente, después de 
haber ejercitado inútilmente todos los remedios que el sistema contencioso-
administrativo le pone a su disposición, puede dirigirse a la Magistratura ordi-
naria canónica y, si es preciso, servatis servandis también a la civil» 29. Aparte 
de que no se ve el fundamento de esas soluciones apuntadas, siempre vendrían 
a corregir o a complementar lo hecho en vía contencioso-administrativa. 
También llama la atención que se instituyan unos tribunales especiales 
administrativos -evitando así la confrontación entre el poder judicial y el 
poder administrativo- y que luego esos mismos tribunales administrativos, que 
no están afectados por el principio de la separación de poderes -esta fue la 
razón de su creación en Francia-, en la Iglesia no puedan declarar las obliga-
ciones de la Administración, cuanto menos obligarle a su cumplimiento. 
En definitiva, parece que en la Iglesia se deja a la propia Administra-
ción la tarea de acomodar su conducta a la mente del Tribunal, en fase de 
ejecución. Tema verdaderamente espinoso, ya que la sentencia sólo declara 
ilegítima la decisión del dicasterio y también, por tanto, el decreto confirmado. 
Pero esto ciertamente no satisface las pretensiones del recurrente. En efecto, 
lo que él ha venido sosteniendo es que ipso iure está incardinado en la diócesis, 
25. Cf. A. RANAUDO, O.C., 103 y 106. 
26. Cf. E. LABANDEIRA, O.C., 158 ss. 
27. En esto se asemeja la función del Tribunal no a la de unos jueces que sentencian, 
sino más bien a unos jurisprudentes que emiten un dictamen (cf. ibid., 161). 
28. Cf. A. RANAUDO, O.C., 113. 
29. Ibid. 110. 
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de 10 cual -si fuese verdad- se derivarán otros muchos derechos: a un oficio, 
a la conveniente remuneración, a formar parte del presbiterio de pleno dere-
cho, al pago de sueldos atrasados, etc. Mucho nos tememos que, si se con-
fía a la propia Administración obligada la tarea de restablecer la justicia que 
lesionó, en todas sus facetas, alguna de ellas no alcance el grado de plena 
restitución que cabe esperar, sobre todo cuando, como en el caso presente, se 
trata de poner al clérigo en situación de gozar de unos nuevos derechos que 
antes no tenía, cuando no estaba todavía incardinado, o no se le había reco-
nocido dicha condición. Decir que el clérigo fue expulsado ilegítimamente de 
la diócesis, no basta: la Administración podría readmitirlo físicamente en la 
diócesis, pero sin facilitarle positivamente el ejercicio de los derechos inherentes 
a la incardinación. 
Debería permitirse la condena al pago de cantidades de dinero, o al cum-
plimiento de prestaciones específicas en la medida en que se trata de mate-
rias regladas. Los únicos límites que no deben trasponer los jueces es la adop-
ción de medidas discrecionales ni la emisión de actos administrativos forma-
les, pues todo ello compete a las autoridades administrativas correspondientes. 

